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RESUMEN

El impacto del comercio electrónico sobre la imposición indirecta es muy importante, ya que, es ante todo comercio, y  las primeras figuras tributarias sometidas a riesgo son las que recaen sobre el consumo. En  la zona euro, donde la transparencia de precios es absoluta, el comercio internacional se asemeja al doméstico, y aquí el electrónico surge como la opción más cómoda para su realización. Este estudio centra su atención en el IVA, en particular su aplicación en las operaciones internacionales, así como las propuestas realizadas en este campo y que pueden orientar sobre la futura tributación indirecta del comercio electrónico.
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1. - Introducción

Actualmente el comercio electrónico se encuentra en una fase inicial de desarrollo y constante evolución, y ya desde el punto de vista tributario comienzan a aparecer los primeros problemas que lejos de ser solucionados se encuentran en un periodo de formulación de principios que guiarán futuras reformas.

Realmente el principal problema desde el punto de vista tributario que afecta al comercio electrónico es la disminución de la recaudación que están sufriendo las Administraciones tributarias, debido a los problemas de calificación de las rentas obtenidas y de las operaciones que se llevan a cabo en el comercio electrónico, a las dificultades en la localización de actividades comerciales en un entorno telemático y, finalmente, a los problemas con que se encuentran las Administraciones tributarias para controlar las transacciones comerciales electrónicas y luchar contra el fraude en este campo.

Se han propuesto varias posibles soluciones. En primer lugar, se ha planteado la posibilidad de crear un impuesto específico sobre el comercio en la red, el denominado bit tax, tributo de difícil recaudación, donde el sujeto pasivo sería el usuario de Internet, los servidores serían los retenedores y la base imponible estaría constituida por el número de bits utilizados en cada transacción o transmisión telemática. Sin embargo, si bien este impuesto podría compensar las pérdidas de recaudación del comercio electrónico, gravando el volumen de información transmitida electrónicamente o el tiempo de conexión a la red, podría presentar importantes problemas de justicia ya que se está gravando exclusivamente en función del número de bits transmitidos.

En segundo lugar, también se ha planteado la eliminación de cualquier imposición sobre este tipo de operaciones, convirtiendo a Internet en un espacio libre de impuestos, pero evidentemente esta solución generaría competencia desleal hacia los medios tradicionales comerciales. En tercer lugar, y como posición más ampliamente aceptada se encuentra la iniciada por el Informe del tesoro Norteamericano de 1996 y seguida inmediatamente por la OCDE y la UE.

El departamento del Tesoro de USA, a finales de 1996, publicó un estudio donde se establecen tres fundamentos básicos sobre los que se debería sustentar la política fiscal federal en relación con el comercio electrónico. Estos tres principios son: neutralidad, que implica que el sistema fiscal no debe discriminar según una transacción se realice en forma tradicional o electrónica; principio de aplicación de los actuales principios de fiscalidad internacional en la medida de lo posible; y por último el principio de generalidad y flexibilidad en cuanto al marco que ampare estas operaciones que permita afrontar y presentar soluciones al futuro desarrollo tecnológico.

Igualmente, la OCDE, y en particular su Comité de Asuntos Fiscales (CFA) está desempeñando un papel clave en materia de implicaciones derivadas del comercio electrónico sobre todo en lo que se refiere a la fiscalidad internacional.

La OCDE organizó en noviembre de 1997 en Turkú (Finlandia) una conferencia informal, con participación de representantes del sector público y privado, para tratar las repercusiones sobre la política fiscal y la administración tributaria derivadas del comercio electrónico. 

Esta conferencia de Turkú setó las bases de la que posteriormente se desarrolló en Ottawa en octubre de 1998, donde se adopta una Resolución conjunta en relación con “Las condiciones del sistema de tributación del comercio electrónico”. Aquí por primera vez lograron reunir representantes de organizaciones internacionales, del sector empresarial, de los sindicatos, de las organizaciones de consumidores y de los operadores del sector a fin de debatir las cuestiones que afectan al comercio electrónico mundial y su evolución.

Los principales acuerdos firmes con los que concluyó la conferencia de Ottawa se refieren al reconocimiento del comercio electrónico como un medio sustancialmente nuevo de realizar las transacciones comerciales y puede constituir un importante impulso al crecimiento económico y al desarrollo; las políticas a favor del desarrollo del comercio electrónico que se están adoptando en todos los países deben promover la cooperación entre todas las partes implicadas, y deben ser compartidas a escala mundial; la intervención de los poderes públicos debe reducirse al máximo ajustándose a los principios de transparencia, coherencia y previsibilidad, y por último, que los gobiernos deberán prestar atención a la cooperación entre empresas para acordar, en su caso, códigos de conducta de carácter voluntario que favorezcan su interoperatividad en un marco internacional.

La Conferencia de Ottawa permitió también que el Consejo de Ministros de la OCDE presentara el Informe “Electronic Commerce: Taxation Framework Conditions”, cuya principal conclusión es que los principios fiscales tradicionales
resultan aplicables al nuevo entorno tecnológico, y como corolario a esta afirmación, el Informe precisa que la normativa fiscal existente permite dar respuesta a las cuestiones que plantea el comercio electrónico. No cabe por tanto, prever la aprobación de nuevas disposiciones legislativas dirigidas a facilitar una aplicación más sencilla de los sistemas fiscales actuales al mundo telemático.

Los criterios de la UE con relación a este tema quedan recogidos en la Comunicación de la Comisión al Consejo de Ministros, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social, de 17 de junio de 1998 sobre “Comercio electrónico y fiscalidad indirecta de la Unión Europea y los Estados miembros en la Conferencia de Ottawa” que sigue la misma línea planteada por la OCDE, considerando de gran importancia la consolidación real en el campo tributario del Mercado Único Europeo y de la Unión Monetaria Europea que eviten prácticas de dumping fiscal y competencias desleales entre los Estados miembros.

En definitiva, la postura más aceptada es mantener las actuales figuras impositivas, limitándose la reforma normativa al ámbito de cuestiones puntuales que permitan la debida adecuación de los impuestos existentes a las nuevas realidades surgidas en el ámbito del comercio electrónico. Los impuestos que gravan el comercio electrónico son aquellos que recaen sobre el comercio en general, es decir, por un lado, los impuestos sobre la renta, y por otro, los impuestos sobre el tráfico empresarial.

2. - Efectos del comercio electrónico sobre la imposición indirecta: el IVA.

El comercio electrónico es una nueva forma de entender las relaciones comerciales, y es además comercio, y como tal  las figuras impositivas que recaen sobre el consumo se ven afectadas. Se puede entender de una forma general el comercio electrónico como un tipo de comercio que consiste en cualquier forma de transacción o información comercial basada en la transmisión de datos por redes electrónicas.

El tipo de comercio electrónico dependerá de los agentes que intervienen en él, y así, las transacciones se pueden dar en diversas modalidades según el carácter de sus intevinientes (entre empresas; entre empresas y consumidores finales; entre empresas y Administraciones Públicas y entre particulares). Con independencia de los agentes que intervengan, en el comercio electrónico se pueden presentar dos modalidades:

a) Comercio electrónico off-line: consiste en ofrecer los bienes y prestar servicios tangibles a través de catálogos y tanto la oferta de estos catálogos como los pedidos se harán utilizando una red de comunicación, pero la recepción de los pedidos se realizará físicamente, es decir por medios convencionales.

b) Comercio electrónico on-line: consiste en que tanto la comercialización de bienes y servicios como la entrega de los pedidos se realiza por la red. En este caso se trata de bienes o servicios en formato digitalizado y que por lo tanto se pueden calificar como intangibles. El problema de este tipo de comercio es que al realizarse entre ordenadores es difícil identificar a los agentes intervinientes y por tanto el lugar de realización de estas operaciones.

En una zona como la Unión Europea, con una moneda única (el Euro), y donde la transparencia en los precios es absoluta, el comercio internacional entre países miembros se convierte en comercio doméstico, y aquí el comercio electrónico aparece como una opción cómoda, rápida y segura. Internet ofrece la posibilidad de efectuar una prestación de servicios enteramente on-line sin que exista necesidad alguna por parte del suministrador de disponer de establecimiento permanente en el país en el que reside el adquirente. Esta situación puede favorecer comportamientos destinados a eludir  figuras tributarias como el IVA.

El análisis que se desarrolla a continuación se centra en el IVA, y en particular en su aplicación en las operaciones internacionales que presentan más problemas que las estrictamente domésticas.

La Comisión Europea elaboró en 1998 una Comunicación titulada “Comercio electrónico y fiscalidad indirecta” donde se afirma que las normas comunitarias establecidas en el campo de la fiscalidad indirecta, y en particular del IVA, son idóneas para ser aplicadas al comercio electrónico, si bien reconoce la necesidad de evaluar su impacto para determinar si y en qué medida la legislación en vigor debe ser adaptada.

Sin embargo, es necesario analizar dos grandes aspectos que plantean serios problemas de viabilidad del vigente modelo de imposición indirecta: el primero referido a la calificación de las operaciones, es decir es necesario conocer los criterios que delimitan la frontera entre entrega de bienes y prestación de servicios, y el segundo, las reglas de localización del hecho imponible, que a su vez nos determinará el sujeto pasivo.

2.1. Calificación de operaciones en el comercio electrónico.

El comercio electrónico plantea serios problemas en cuanto a la distinción entre entregas de bienes y prestación de servicios. La legislación comunitaria en materia del IVA obliga a realizar esta distinción, siendo el fundamento de la misma la existencia o no, de un elemento físico. Sin embargo, los productos digitalizables son en sí mismos productos y no servicios, aunque carezcan de soporte físico.

Por otra parte, Internet y en general las nuevas tecnologías aplicadas al campo de las telecomunicaciones permiten ofrecer un conjunto de servicios agrupados con lo que se desdibujan las líneas que permiten distinguir los servicios tradicionales. Así se plantea la identidad del propio servicio, es decir si se están entregando varios servicios en uno o no. Y la cuestión es importante, ya que al ser cada vez más habitual que el prestador del servicio y el consumidor residan en países distintos, en caso de multiplicidad de servicios, puede fácilmente ocurrir que las normas sobre el lugar de realización lleven a localizaciones distintas del hecho imponible, con el consiguiente conflicto de soberanías. No existe aún criterio acerca del tratamiento de estas operaciones pudiendo optarse por aplicar de forma separada, por cada servicio incluido, las normas de localización y liquidar el IVA en cada Estado en función de las mismas; o podría estimarse que el servicio de mayor valor atrae el conjunto de la operación a un único lugar, determinando en definitiva el lugar de realización de todos ellos.

El hecho imponible en el IVA distingue entre entregas de bienes y las prestaciones de servicios. En las primeras se produce siempre la transmisión del poder de disposición sobre un bien corporal mientras que en las segundas, donde no hay transmisión del poder de disposición sobre un bien, se recogen las cesiones de derechos sobre los mismos, así como todo tipo de prestaciones relacionadas con el ámbito de los trabajos realizados a favor de las empresas o particulares: arrendamientos, publicidad, asesoramiento, etc.

La Comisión Europea ha optado por distinguir las operaciones en el comercio electrónico a efectos del IVA según el método de distribución de las mismas:

2.1.1. Operaciones off-line.

Se califican como entregas de bienes las operaciones  consistentes en poner a disposición del destinatario un producto de forma material (tal y como ocurre en las formas y comercio tradicional). Es decir, se trataría del suministro de bienes materiales a través de la red.

Este tipo de operaciones se equipara a una cesión normal de bienes y por tanto la aplicación de las normas actuales establecidas no plantea ningún problema particular. Esto significa que si las operaciones se realizan entre sujetos residentes en la Unión Europea, si el adquirente es sujeto pasivo del impuesto tributa en el Estado del adquirente, mientras que si no es sujeto pasivo del IVA se aplican las reglas establecidas para las ventas a distancia por catálogo (país de origen sí el volumen de las mismas es inferior a 35.000 €, y país de destino sí es superior).

Hay que observar que en la UE los tipos impositivos no están armonizados, lo que puede conllevar que las empresas de otros Estados miembros ofrezcan a través de Internet los mismos productos en condiciones más ventajosas que los que ofreciesen las empresas nacionales. Sin embargo, el volumen real de estas operaciones no es muy elevado.

2.1.2. Operaciones on-line.

Se califican como prestaciones de servicios las operaciones consistentes en poner a disposición del destinatario un producto en formato digital a través de una red electrónica. Es decir, se trata de suministro de servicios y bienes inmateriales.

En este caso el lugar de realización del hecho imponible es el país de origen, lo que como veremos posteriormente puede dar lugar a problemas de evasión fiscal.

La Comisión Europea ha propuesto distintas opciones para hacer frente al problema. La primera de ellas sería desarrollar un sistema de importación-exportación para estos servicios de comercio electrónico equivalente al de los bienes materiales. No obstante, la propia Comisión critica esta opción por razones como la imposibilidad de ejercer ningún tipo de control sobre un consumidor privado o un operador situado fuera de la UE, o porque los servicios no pueden fácilmente detectarse. Otras opciones estudiadas pasan por introducir nuevas normas de inversión del sujeto pasivo, que abarcaría a todas las operaciones interempresariales y obligaría además a los operadores a identificarse en las operaciones que realicen con consumidores privados situados en la UE.

El Consejo Económico y Financiero (ECOFIN) en su sesión de 12 de febrero de 2002 acordó la modificación de la VI Directiva respecto del IVA aplicable a los servicios prestados por vía electrónica para su consumo en la Unión Europea de modo que estén sujetos al Impuesto de la Unión europea y queden exentos cuando se presten para su consumo fuera de la Comunidad.

Las consecuencias en materia de calificación de una operación entre entrega de bienes y prestación de servicios no se limitan a las reglas sobre lugar de realización del hecho imponible, sino que también repercuten en materia de tipo impositivo. Así por ejemplo, libros transmitidos on-line sufren una discriminación a través del tipo impositivo (tributan al 16%), del que resultan beneficiados tanto los libros comercializados a través de los canales de distribución convencional, como los que se venden en operaciones off-line (que tributan al 4%).

Recientemente, y de forma unilateral, España ha introducido una serie de modificaciones en la Ley del IVA
 con el objeto de regular la tributación de este tipo de operaciones, a través de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social
. Y en concreto, se considerarán servicios prestados por vía electrónica, aquellos que consistan en “la transmisión enviada inicialmente y recibida en destino por medio de equipos de procesamiento, incluida la comprensión numérica y el almacenamiento de datos, y enteramente transmitida, transportada y recibida por cable, radio, sistema óptico u otros medios electrónicos”
. Lista abierta:

· Suministro y alojamiento de sitios informáticos

· Mantenimiento a distancia de programas y equipos.

· Suministros de programas y su actualización

· Puesta a disposición de bases de datos.

· Suministro de música, películas, juegos (también azar o dinero).

· Suministro de emisiones y manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas o de ocio.

· Enseñanza a distancia.

No se considera servicio electrónico la comunicación por vía electrónica de un prestador de cualquier servicio y su cliente, si ello es solamente un medio de comunicación.

2.2.Concepto de “lugar de realización” del hecho imponible

La legislación española (Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del IVA), de conformidad con las prescripciones comunitarias, en concreto con el art. 9 de la VIª Directiva IVA (77/388/CEE), dispone los criterios que rigen en materia de lugar de realización del hecho imponible (Título III, arts. 68 a 74).

Para las entregas de bienes, la regla general considera que se entiende realizado el hecho imponible donde los bienes se pongan a disposición del adquirente. A partir de ese marco se establecen excepciones: si son objeto de transporte donde se inicie (con matizaciones), si son objeto de instalación o montaje, donde se efectúe; si son inmuebles, donde radiquen.

Las prestaciones de servicios se entienden realizadas donde el prestador tenga situada su sede de actividad o su establecimiento permanente. También se establecen excepciones: si se relacionan con inmuebles, donde radiquen éstos; los de transporte, en función del trayecto; los culturales, de hostelería, carga y descarga, donde se presten; los de publicidad, asesoramiento, auditoría, servicios de profesionales, operaciones financieras, donde resida el destinatario (sí es sujeto pasivo del IVA); y es en esta última salvedad donde deben encuadrarse los servicios relacionados con los productos intangibles.

Problema: ¿ qué régimen es aplicable a los bienes objeto de transmisión vía Internet ¿ ¿debe considerarse como lugar de realización del hecho imponible el ordenador de expedición o dónde se sitúa la web...? Es decir, la transmisión de bienes intangibles o desmaterializados así como la prestación de ciertos servicios informáticas que no exigen la existencia de establecimiento permanente hace que con la normativa actual sea muy difícil gravar este tipo de operaciones, e incluso puede favorecer la adopción de políticas de localización de actividades en países extranjeros sobre la base de consideraciones de tipo fiscal, con el consiguiente impacto sobre la base imponible y el empleo.

Existen básicamente tres propuestas en este sentido:

a) Van Zadelhof: 

· exigir la imposición en el país de destino, en aplicación de lo previsto en el art. 9, apartado 3, de la Sexta Directiva
. Esta solución presenta problemas de carácter operativo, ya que el prestador tendrá que individualizar el lugar en el que el servicio va a ser efectivamente utilizado, la dificultad para un extranjero de satisfacer la obligación tributaria en cada uno de los países en los que opere...

· exigir la no-imposición de esos servicios, basándose en el hecho de que algunos de ellos sustituyen a bienes físicos (libros, periódicos, revistas...) que en algunos Estados miembros se someten a imposición a tipos reducidos o incluso a tipo 0, con lo que el impacto sobre la recaudación sería pequeño.

b) Comisión Europea:

· voluntad de no establecer nuevos impuestos.

· Exige la necesidad de establecer un análisis detallado del comercio electrónico.

c) OCDE:

· Necesidad de elaborar un nuevo concepto de establecimiento permanente en el ámbito de la imposición indirecta.

· Reformar parcialmente las actuales disposiciones de modo que permitan someter a imposición determinados servicios en lugar de destino, en lugar del de origen (que es la estrategia seguida por el Consejo de la UE en materia de telecomunicaciones).

En definitiva se han establecido dos posibles escenarios de reforma:

· El primer escenario, donde se mantendrían los actuales criterios para determinar el lugar de realización del hecho imponible, pero se delimitaría el concepto de establecimiento permanente para evitar fugas (es decir sería necesario ampliar el concepto de establecimiento permanente en el ámbito del IVA).

· El segundo escenario consistiría en modificar ciertas reglas para determinar el lugar de realización del hecho imponible. 

En este sentido, España recientemente ha optado por decantarse por este segundo escenario con la Ley 53/2002 anteriormente mencionada. En concreto, se entienden prestados los servicios por vía electrónica en España cuando:

· El destinatario sea empresario o profesional y tenga su sede de actividad económica en España. No importa donde radique el prestador del servicio, ni el lugar desde donde se preste.

· El prestador del servicio, empresario o profesional, tenga sede en España y el servicio se preste desde dicha sede a un destinatario que no tenga la condición de empresario o profesional y sea residente en cualquier país de la Comunidad, o bien no sea posible determinar su domicilio.

· El prestador del servicio, empresario o profesional, no esté establecido en España, ni en la Comunidad y tenga como destinatario del servicio a un residente en España que no tenga la condición de empresario o profesional.

A continuación esquematizamos este régimen de tributación, especificando los supuestos en los que existirá “inversión del sujeto pasivo”, es decir, los casos en los que el destinatario deberá emitir factura autorrepercutiéndose el impuesto.
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Como se observa en el cuadro, este régimen del IVA perjudica a los empresarios comunitarios cuando venden a particulares ya que se les grava, en origen con el IVA, mientras que los no establecidos en la Unión Europea y venden a los particulares, se les gravará con el IVA no comunitario que en ese país puede ser más bajo o incluso no existir.

3. - Conclusiones

La fiscalidad del comercio debería ser única, con independencia de que se realice de forma tradicional o a través de la red. Las decisiones que se tomen en el seno de la OCDE deberán dirigirse a que no exista discriminación tributaria por el tipo de comercio que se realice. Ello implicaría, entre otras medidas, que el tipo de gravamen aplicable en el IVA deberá estar en función del producto no depender del tipo de soporte en el que se venda.

La Unión Europea debe promover la aprobación de la Directiva sobre el comercio electrónico que evite la deslocalización de empresas y la pérdida de recaudación del IVA. Además, podría ser una buena oportunidad para tratar de armonizar los tipos de gravamen del impuesto entre los países miembros.

Queda mucho por hacer, pero la coordinación y el intercambio de información entre las Administraciones Tributarias será requisito imprescindible la adaptación legislativa y tributaria a las nuevas tecnologías del siglo XXI.
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� Estos principios son: neutralidad, eficacia, seguridad, igualdad y flexibilidad.


� Ley 37/1992, del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA).


� La Ley 53/2002en su artículo 4.seis y la disposición final segunda da nueva redacción al art. 70.uno. 4º y 8º de la Ley 37/1992 del IVA (LIVA).


� Art. 70.uno.4º.B. de la LIVA.


� Para evitar casos de doble imposición, de no imposición o de distorsiones de competencia, el apartado 3 del art. 9 de la VIª Directiva autoriza a los Estados miembros a invertir el lugar de realización del hecho imponible de ciertas prestaciones de servicios cuyo destinatario o prestador no se encuentre en territorio comunitario, de modo que se sitúe fuera de la UE operaciones que se hubiesen considerado realizadas dentro o viceversa.
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